Buenos Aires, 10 de junio de 2019.
Señores

COMISION NACIONAL DE VALORES
PRESENTE

Ref.:    Cablevisión Holding S.A. 

Hecho Relevante
De mi consideración:


Agustín Medina Manson, en mi carácter de Responsable de las Relaciones con el Mercado de Cablevisión Holding S.A. (la Sociedad) según personería ya acreditada, con domicilio constituido en la calle Florida 954, C.A.B.A., Fax 5235-4769, Fax 11 5236-0543, mail: mrios@svya.com.ar, me dirijo a Uds. a fin de informar que en el día de hoy la Sociedad ha sido notificada de la resolución de fecha 9 de mayo de 2019 recaída en autos “Burgueño Daniel c/ EN - CNV s/ Medida Cautelar (Autónoma)” Expte. 89537/2018 en trámite ante el Juzgado Contencioso Administrativo Federal Nº1, Secretaría Nº 1 (la “Resolución”). Conforme surge de la Resolución mencionada, el accionista minoritario de la Sociedad, Sr. Daniel Burgueño, solicitó una medida cautelar que ordene a la CNV a que se abstenga de impulsar, continuar y resolver el trámite relativo a la autorización de la Oferta Pública de Adquisición de Acciones Clase B de Telecom Argentina S.A. formulada por la Sociedad. 

Atento lo requerido por el accionista, el Juez hizo lugar a la medida cautelar solicitada, y en consecuencia, dispuso la suspensión del trámite relativo a la Oferta Pública de Adquisición de Acciones Clase B de Telecom Argentina S.A., iniciado ante la Comisión Nacional de Valores, hasta que la referida Comisión, en su caso, decida la aplicación de la nueva reglamentación (Resolución CNV 779/2018) o se cumpla con el plazo máximo dispuesto en el artículo 5º de la ley 26.854. 

Se adjunta copia del oficio y de la resolución arriba mencionada.


Sin otro particular, saludo a Ud. atentamente.
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Tengo el agrado de dirigirme a UJ" en el marco 


"BURGUEÑO, DANIEL C/ EN-CNV S/MEDIDA 


\. \ 
de los autos \' ... \ 


caratulados CAUTELAR 


(AUTO NOMA)" (Expte. N° 89537/2018), en trámite ante el Juzgado Contencioso 


Administrativo Federal W 1, a cargo del Dr. Enrique Lavie Pico, Secretaría N° 1, a mi 


cargo, sito en la calle Tucumán 1381, piso 5, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 


a efectos de notificar la resolución recaída en autos. ------------------------------------------


Se transcribe- a continuación el auto que ordena el presente: "Buenos 


Aires, 9 de mayo de 2019. (. .. ) Por las razones expuestas, RESUELVO: Hacer lugar 


en los términos mencionados a la medida cautelar solicitada y, en consecuencia, 


disponer la suspensión del trámite relativo a la Oferta Pública de Adquisición de 


Acciones Clase B de Telecom Argentina SA, iniciado ante la Comisión Nacional de 


Valores, hasta que la demandada en su caso decida la aplicación de la nueva 


reglamentación o se cumpla con el plazo máximo dispuesto en el artículo 5° de la ley 


26.854.-La presente medida se decreta bajo caución real en los términos de lo 


dispuesto en el Considerando IX.-Regístrese y notifíquese a la parte actora, en el día 


(conf, art.36 del Reglamento para la Justicia Nacional) y previo cumplimiento de la 


caución, líbrese oficio a la demandada a fin de notificarle la presente. Firmado: Enrique 


La vie Pico, J ue z lede,clll -----------------------------------.- ------------------------------------
Se deja constancia que se acompaña copia íntegra de la resolución de 


fecha 9 de mayo de 2019 en fs. 4. - -------------------------------------------------------------


Se encuentran autorizados para diligenciar el presente oficio los 


Doctores Marta G. Pardini, Florencia Berghmans y/o Matías Baranda Ruales. 


Saludo a ud muy atentamente. 


{0l! Eddo , ': Ud ~ VAIe'. -


--- .,j¡J/liO. iI~.-


--- • ft'o'c,,,,L . IIJIf.(í,-
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Poder Judicial de la Nación 


JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FE"Q, -
RAL 1 .~rO c.cnten~ 
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BURGUEÑO, DANIEL el EN-CNV slMEDIDA CAUTELAR (AUTONOMA) 


Buenos Aires, de mayo de 2019.-


y VISTOS; CONSIDERANDO: 


L- A fs . 2/14 vta. se presenta el Sr. Daniel Burgueño, por su 


propio derecho y en su carácter de accionista de Cablevisión Holding SA, y 


solicita el dictado de una medida cautelar con fundamento en los artículos 


195, 232 del CPCCN contra la Comisión Nacional de Valores, con el objeto 


de que se abstenga de expedirse y resolver sobre la autorización de la Ofer­


ta Pública de Adquisición de Acciones Clase B de Telecom Argentina SA 


formulada por Cablevisión Holding SA, hasta que el organismo citado emi­


ta la reglamentación prevista en el artículo 77 de la Ley del Mercado de Ca­


pitales (n° 26.831) y se cumpla con el procedimiento previsto en la norma 


respecto de la impugnación del precio de la Ofelta Pública por parte de la 


Comisión Nacional de Valores. 


Sostiene que ellO de enero de 2018 Cablevisión Holding de­


vino accionista controlante de Telecom Argentina SA, y que, como conse­


cuencia del cambio de control, la empresa controlante tenía la obligación 


legal de promover y formular una Oferta Pública de Adquisición dentro de 


los 180 días de ocurrido el cambio, respecto de las Acciones Clase B. 


Antes del vencimiento del plazo de la Oferta Pública mencio­


nada (30/06/2018), se publicó la ley 27.440 (B.O. 11/05/2018) que modifi­


có el régimen previsto en la ley 26.831 para las Ofertas Públicas de Adqui­


sición, en especial en lo relativo a la determinación del precio de las accio­


nes. 


I1.- A fs. 83/101 vta. , se presenta nuevamente la parte actora y 


readecúa la medida cautelar solicitada. 


En consecuencia solicita que se ordene a la Comisión Nacio­


nal de Valores a que se abstenga de impulsar, continuar y resolver el trámi­


te relativo a la autorización de la Oferta Pública de Adquisición de Accio­


nes Clase B de Telecom Argentina SA formulada por Cablevisión Holding 
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SA con fecha 21/06/2018 hasta tanto se dicte sentencia en la presente cau-


sao 


Sostiene que con el dictado de la Resolución N° 779/2018, re­


glamentaria de la ley 26.831, se eliminó la obligatoriedad de realizar una 


Oferta Pública de Adquisición en los casos de cambio de control, situación 


que le es aplicable a la empresa Cablevisión Holding SAo 


Manifiesta que luego de adquirir el control societario de Tele­


com, Cablevisión Holding interpretó que de conformidad a 10 dispuesto en 


la ley de mercados de capitales vigente se encontraba obligada a promover 


una Oferta Pública de Adquisición lo que así hizo, pero que, luego de la 


modificación ya mencionada a través de la Resolución 779 de la Comisión 


Nacional de Valores, se tornó abstracto el procedimiento de la Oferta Públi­


ca, en atención a la eliminación de la obligatoriedad de realizarla. 


Es por dicha razón que sostiene que de continuarse con el pro­


cedimiento de determinación del precio de la Oferta Pública, se estaría in­


cumpliendo lo dispuesto por la nueva normativa, lo que resulta arbitrario y 


contrario a la ley. 


m.- A fs. 233/261 vta. se presenta la Comisión Nacional de 


Valores, mediante apoderada y efectúa el informe previsto en el artículo 40 


de la ley 26.854. 


IV.- Como cuestión liminar, debe recordarse que las medidas 


cautelares constituyen el medio tendiente a asegurar el cumplimiento de las 


resoluciones judiciales cuando, antes de incoarse el proceso o durante su 


curso, una de las partes demuestra que su derecho es -prima facie- verosí­


mil y que existe peligro de que la decisión jurisdiccional sea incumplida. 


Que así las cosas, la verosimilitud del derecho debe entender­


se como la posibilidad de que éste exista, ello así porque no se requiere una 


prueba acabada de la verosimilitud del derecho debatido en el principal, ex­


tremo que sólo puede ser alcanzado al tiempo de la sentencia, ni es menes­


ter un examen exhaustivo de las relaciones que vinculan a las partes, bas­


tando que de un estudio prudente -apropiado al estado del trámite- sea dado 


percibir un "fumus bonis iuris" en el peticionario. 


Fecha de firma: 09/05/2019 
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Fecha de firma: 09/05/2019 


Poder Judicial de la Nación 


mZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE­


RAL 1 
contenc' 


El peligro en la demora constituye la razón de ser de las medi "' , l0.s>O 


das cautelares y -a los efectos de su procedencia- surge evidente que' *~ 
basta el simple temor del solicitante sino que debe tratarse de hechos: apre -


ciables objetivamente, o sea, que surja evidente un perjuicio actual e \ir;'~ni -
nente que pudiera transformar en tardío el eventual reconocimiento de1 d¿-


recho invocado como fundamento de la pretensión. Ello así porque su obje-


to es evitar un daño irreparable que se originaría en la imposibilidad de que 


la sentencia sea dictada como corresponde o, más aún, que se tomara su 


ejecución en ineficaz o de cumplimiento imposible. 


V.- Al respecto, cabe precisar que de acuerdo con reiterada 


jurisprudencia de los tribunales federales, la procedencia de medidas de la 


índole de la requerida, queda subordinada a la verificación de dos extremos 


insoslayables, a saber, la verosimilitud del derecho invocado y el peligro de 


un daño irreparable en la demora, ambos previstos en el arto 230 del Código 


Procesal, a los que debe unirse un tercero, establecido de modo genérico, 


para toda clase de medidas cautelares en el arto 199 del citado texto adjetivo 


(Fallos: 331:108; 323:337; 317:978, entre otros y CCAFed., Sala 11, in re: 


"Irurzum", sentencia del 23-2-82 y Sala IV, in re: "Adidas Arg. S.A.", del 


24-11-98, entre muchas otras). 


Que, a su vez, la jurisprudencia y la doctrina han agregado 


que los requisitos antes citados se encuentran de tal modo relacionados que 


a mayor verosimilitud del derecho, cabe no ser tan exigente en la 


apreciación del peligro en la demora y -viceversa- cuando existe el riesgo 


de un daño extremo irreparable el rigor del fumus se puede atenuar 


(CCAFed., Sala II, in re: "Pesquera del Atlántico S.A. cl B.C.R.A.", 


sentencia del 14-10-85; Sala III in re: "Gibaut Hermanos", sentencia del 8-


9-83; "Unión de Usuarios y Consumidores", del 18-02-08, Sala V, in re: 


"Ribereña de Río Negro S.A. cl D.G.L", sentencia del 8-11-96, Sala 1, in re: 


"Y.P.F. S.A.", del 16-10-07, entre muchos otros). 


Además mediante la ley 26.854 (de las medidas cautelares en 


las causas en que es parte o interviene el Estado Nacional) se han precisado, 


en el artículo 16, los alcances de los requisitos antes señalados, para los ca-
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sos en los que el Estado Nacional y sus entes descentralizados solicitara una 


medida precautoria. 


VI.- Que en tal orden de ideas, más allá del examen jurídico, 


tendiente a dilucidar la conformidad o disconformidad de las normas 


impugnadas con el ordenamiento legal vigente, lo cierto es que, dentro del 


limitado marco cognoscitivo que reviste lo peticionado por la parte actora, 


en el supuesto de autos se advierte, prima facie, la verosimilitud del 


derecho invocado, en atención a que de continuar la demandada con el 


procedimiento de objeción de precios de la Oferta Pública de Adquisición 


se estaría afectando su patrimonio como accionista de la empresa citada, ya 


que la norma actualmente habilitaría a Cablevisión Holding a no realizarla. 


Ello es así en atención a que, de conformidad con la 


resolución 779/18, dictada por la Comisión Nacional de Valores, se dispuso 


que: "No será de aplicación la obligación de efectuar una oferta pública 


de adquisición, cuando:[. .. ] k) En caso de fusión, estarán exentos de la 


obligación de formular una oferta pública de adquisición los accionistas 


de las sociedades o entidades afectadas cuando, como consecuencia de la 


fusión, alcancen en la sociedad admitida al régimen de oferta pública de 


sus acciones, directa o indirectamente, la participación de control prevista 


en el artículo 87 de la Ley N° 26.831 Y modificatorias y siempre que no hu­


biesen votado a favor de la fusión en la Asamblea Ordinaria correspon­


diente de la sociedad afectada. " 


En consecuencia se advierte de la lectura de la norma trans­


cripta que no existiría, en la actualidad, obligación por parte de la empresa 


Cablevisión Holding de realizar la Oferta Pública que disponía la ley ante­


rior. 


Es por ello que tal innecesariedad -la de realizar la Oferta PÚ­


blica de Adquisición de acciones-, dejaría vacío de contenido el procedi­


miento llevado a cabo por la Comisión Nacional de Valores, en lo relativo a 


la impugnación del precio de las acciones, toda vez que al no encontrarse 


oficialmente lanzada la oferta en cuestión (de conformidad a lo dispuesto 


en el cuarto párrafo del inc. c) del ap.V del arto 88 de la ley 26.831, le resul­


taría plenamente aplicable la nueva reglamentación ya mencionada. 


Fecha de firma: 09/05/2019 
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Fecha de firma: 09/05/2019 


Poder Judicial de la Nación 


mZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE­


RAL 1 


En tales ténninos, resulta claro que la medida aquí soLÍc 'la a 


aparece como la única posibilidad de evitar el daño actual y posible' que le 


produciría a la parte actora la omisión de aplicar la nueva reglamentación 
t-


dictada por la demandada (Res. N° 779/18), ya que de pennitir dicha situa-


ción se estaría autorizando la aplicación absoluta de una nonna que no se 


encuentra vigente, lo que resulta contrario al principio de legalidad que 


debe regir en todo pronunciamiento judicial. 


VII.- También resulta de las constancias de autos que el 


peligro en la demora se encuentra configurado en la presente causa en la 


medida que ello se advierte -en fonna objetiva- de considerar los diversos 


efectos que podría provocar en el patrimonio del actor la aplicación del 


procedimiento de objeción de precio iniciado por la demandada. 


En efecto el peligro en la demora está dado, en el presente 


caso, por la existencia de un interés jurídico qU(~ justifica la admisibilidad 


de la medida, y que se traduce en el estado de peligro en que se encuentra el 


derecho principal, o la posibilidad o certidumbre de que la actuación 


nonnal del derecho llegará tarde (CCAFed, Sala H, in re: "Goodbar Pablo -


Incidente I1I- y otros", del 28-03-06, entre muchos otros). 


También resulta adecuado recordar que la medidas cautelares 


se disponen, más que en interés de los individuos, en interés de la 


administración de justicia, en la medida que, de alguna manera, garantizan 


el buen funcionamiento y también, se podría decir, el buen nombre (conf. 


Pablo Gallegos Fedriani, "Las medidas cautelares contra la Administración 


Pública", 2da. Edición actualizada, Bs.As., edit. Abaco de Rodolfo 


Depalma, 2006, pág. 30). 


En efecto, las dos exigencias opuestas de la justicia: celeridad 


y ponderación, tienden a ser conciliadas por las medidas cautelares, porque 


entre hacer las cosas pronto pero mal, y hacerlas bien, pero tarde, las 


providencias cautelares procuran, ante todo, hacerlas pronto dejando el 


problema del bien y el mal, esto es, el de la justicia intrínseca de la 


decisión, para más tarde, con la necesaria ponderación de todas las 


cuestiones involucradas en un proceso (conf. Pablo Gallegos Fedriani, "Las 


medidas cautelares contra la Administración Pública", 23 Ed. actualizada, 
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Bs. As., edit. Abaco de Rodolfo Depalma, 2006, pág. 30 Y sus citas y 


CCAFed., Sala l, in re: "Monges, Analía cl U.B.A. - Resol. 2314/95", del 


12-09-95). 


Además no puede dejar de señalarse que el proceso cautelar 


no tiene como fin declarar un hecho o una responsabilidad, ni la de 


constituir una relación jurídica, ni tampoco, en su caso, satisfacer el 


derecho que se tiene sin ser discutido, ni dirimir un litigio, sino que su 


objeto principal es el de prevenir los daños que el litigio pueda acarrear o 


que puedan derivarse de una situación anormal (conf. Pablo Gallegos 


Fedriani, ob. cit., pág. 31 Y sus citas). 


También, cabe recordar que las medidas precautorias no 


exigen de los magistrados el examen de la certeza sobre la existencia del 


derecho pretendido, sino sólo de su verosimilitud. Es más, el juicio de 


verdad en esta materia se encuentra en oposición a la finalidad del instituto 


cautelar, que no es otra que atender a aquello que no excede del marco de lo 


hipotético, dentro del cual, asimismo agota su virtualidad (Fallos: 


306:2060; 316:2855, 333:60, entre otros). 


VIIL- Por otra parte también debe señalarse que: "El interés 


público no es un concepto carente de contenido concreto; por el contrario, 


tal contenido debe ser reconocible y determinable, consistiendo en una 


cosa o un bien que es perceptible para cualquier componente de la 


sociedad" (conf. Pablo Gallegos Fedriani, ob. cit., pág. 66). 


Además, "se podría afirmar que el interés público constituye 


también la medida y el límite con que las medidas cautelares han de ser 


decretadas, dado que aquél ha de prevalecer siempre. Para ello, deberá 


observarse si su dictado resulta menos dañoso para la comunidad que su 


rechazo" (conf. ob. cit., pág. 68). 


Por otra parte "si se pretendiese postular que estando en 


juego el interés público no existiría derecho a exigir el dictado de una 


medida cautelar en beneficio de un interés particular, no podría sino 


afirmarse que se pondría en cuestión la eficacia del principio republicano 


de la igualdad en la distribución de las cargas públicas, que es base de la 


organización estatal" (conf. García Pullés, Fernando R., "Medidas 


Fecha de firma: 09i05120/9 
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Fecha dejirma: 09/05/2019 


Poder Judicial de la Nación 


JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE-


RAL! ;1;~~ 
1 ' 1 . dm" . " H·F;~~b· BO caute ares autonomas en e contencloso a llllstratlvo" -.et,nmura 1, s, 


As. , 2006,p. 135). ~'( 
En consecuencia resulta claro que la tutela aquí determinada 


no afecta un interés público al que deba darse prevalencia, en atención a 


que ha sido la propia demandada quien eliminó la obligatoriedad de la 


Oferta Pública, a través del dictado de la resolución citada. 


IX.- Finalmente, en punto a la exigencia establecida en el arto 


10 de la ley 26.854, dada las facultades privativas del juzgador en cuanto a 


su fijación (art. 199 del CPCCN y CNACAF, Sala nI, in re: "Wabro SA", 


del 04/06/2012), la naturaleza del pleito y que con 10 aquí decidido no se 


modifica o menoscaba un interés económico actual de la aquí demandada y 


que la suspensión parcial de la resolución cuestionada no resulta -en el 


caso- susceptible de generar un daño o menoscabo patrimonial de gravedad, 


se justifica exigir la prestación de una caución real, cuyo monto también 


será ponderado teniendo en cuenta la garantía presentada en el contrato. 


En consecuencia, resulta prudente fijarla en la suma de cien 


mil pesos ($100.000) y podrá efectivizarse mediante depósito en efectivo a 


la orden de este juzgado y secretaría, valores, póliza de caución emanada de 


compañía de seguros de reconocida trayectoria y solvencia, dando a embar­


go bienes inmuebles o mediante aval bancario extendido ante primer reque­


rimiento y sin condicionamientos de ninguna índole. 


Por las razones expuestas, RESUELVO: Hacer lugar en los 


términos mencionados a la medida cautelar solicitada y, en consecuencia, 


disponer la suspensión del trámite relativo a la Oferta Pública de Adquisi­


ción de Acciones Clase B de Telecom Argentina SA, iniciado ante la Comi­


sión Nacional de Valores, hasta que la demandada en su caso decida la 


aplicación de la nueva reglamentación o se cumpla con el plazo máximo 


dispuesto en el artículo 5° de la ley 26.854.-


La presente medida se decreta bajo caución real en los térmi­


nos de lo dispuesto en el Considerando IX.-


Regístrese y notifiquese a la parte adora, en el día (conf, arto 


36 del Reglamento para la Justicia Nacional) y previo cumplimiento de la 


caución, líbrese oficio a la demandada a fin de notificarle la presente. 


Firmado por: ENRlQUE LAVIE PICO <JUEZ SUBROGANTE>. 


11111111111 11111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111 
#33042545#233962743#20190509130118364 







Fecha de firma: 09/0512019 
Firmado por: ENTUQUE LAV1E PICO <.HJEZ SUBROGANfE>, 


1IIIIIIm 111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111111 11111 111111111 
#33042545#233962743#20190509130118384 






